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RESUMEN

La presente investigación tiene como objetivo determinar la falta al principio de proporcionalidad de la pena en las con-
travenciones penales contra agentes del control del orden público, contenidas en el artículo 394 numeral 2, respecto del 
artículo 396. 1 y 4 del Código Orgánico Integral Penal. La modalidad de la investigación fue mixta, las técnicas la entrevista 
y la encuesta, concluyendo que, el principio de proporcionalidad y la dosificación de la pena no son aplicados eficiente-
mente, lo que constituye una desigualdad en lo formal, dando como resultado discriminación a los agentes del control del 
orden público al momento de sancionar un mismo acto contravencional de forma diferente a las sanciones establecidas en 
el mismo código para personas particulares.

Palabras Clave: Principios, Proporcionalidad, Contravenciones, Agentes del Orden Público, Dosificación de Penas, Igual-
dad Material, Igualdad Formal.

ABSTRACT

The objective of this research is to determine the lack of the principle of proportionality of the penalty in the criminal offenses 
against agents of public order control, contained in article 394 numeral 2, with respect to article 396. 1 and 4 of the Organic 
Integral Penal Code. The research modality was mixed, the techniques were interview and survey, concluding that the princi-
ple of proportionality and the dosage of the penalty are not efficiently applied, which constitutes a formal inequality, resulting 
in discrimination against public order control agents when sanctioning the same contraventional act in a different way from 
the sanctions established in the same code for private individuals.

Keywords: Principles, Proportionality, Contraventions, Law Enforcement Agents, Dose of Penalties, Material Equality, Formal 
Equality.
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INTRODUCCIÓN

El artículo 394, numeral 2 del Código Orgánico Integral 
Penal (COIP), menciona que las contravenciones de se-
gunda clase “Serán sancionadas con pena privativa de 
libertad de cinco a diez días: La persona que maltratare, 
insulte o agreda de obra a los agentes encargados de 
precautelar el orden público en el ejercicio de sus funcio-
nes” (Ecuador. Asamblea Nacional, 2014)

En referencia a lo mencionado anteriormente, se des-
prende con claridad que el legislador, da un valor similar 
al acto de insultar con el de agredir físicamente, lo que se 
traduce en una vulneración del principio de proporciona-
lidad de la pena, al enfrentar a dos verbos rectores distin-
tos como símiles o análogos; lo dicho se verifica al revisar 
el artículo 396, numeral 4 del COIP, donde se establece 
que las contravenciones de cuarta clase “Serán sancio-
nadas con pena privativa de libertad de quince a treinta 
días: La persona que voluntariamente hiera o golpee a 
otro, causándole lesiones o incapacidad para el traba-
jo, que no excedan de tres días” (Ecuador. Asamblea 
Nacional, 2014).

Acorde a lo descrito surge la pregunta, ¿Por qué no se 
sanciona una agresión física con la misma pena tanto 
para un agente de control del orden público como para 
un ciudadano particular? En este sentido, se tiene que la 
aplicación del principio de proporcionalidad, que consiste 
en la materialización de normas con estructura de princi-
pios que contienen derechos fundamentales en colisión, 
en sí, es la aplicación de principios procesales constitu-
cionalizados propios de los Estados constitucionales de 
derechos, que tiene lugar con la reconceptualización de 
los derechos fundamentales que dejaron de ser meras 
afirmaciones para convertirse en espacios mínimos de 
actuación humana respetada por todos inclusive por el 
Estado, donde el individuo se encuentra con jurisdicción 
como órgano de tutela última y necesaria aún frente a 
la ley, principio de proporcionalidad contemplado en el 
Artículo 76, numeral 6 de la Constitución, que menciona:

En todo proceso en el que se determinen derechos y obli-
gaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al 
debido proceso que incluirá las siguientes garantías bá-
sicas: La ley establecerá la debida proporcionalidad en-
tre las infracciones y las sanciones penales, administra-
tivas o de otra naturaleza. (Ecuador. Asamblea Nacional 
Constituyente, 2008)

El reconocimiento del Ecuador como un Estado consti-
tucional de derechos y justicia, lleva ínsito el valor de la 
eficacia directa e inmediata de la norma suprema,   de-
nominado   también fuerza normativa de la Constitución, 
mediante el cual los derechos y garantías que se prevén 

para sus destinatarios, no  requieren de    la    interpositio 
legislatoris (desarrollo legislativo) para entrar en vigor, 
obligando a todas las personas, autoridades, jueces 
de cualquier nivel   e instituciones,   a observar y aplicar 
de manera directa las disposiciones que en este texto 
se consagran,    bajo el    precepto de que  los derechos 
y principios previstos en el ordenamiento constitucional 
ecuatoriano  son indisociables o de igual jerarquía e in-
terdependientes, cuyo fin es precisamente evitar su frag-
mentación o sus posibles distorsiones (Santiago, 2017).

El principio de lesividad o de antijuridicidad material, con-
forme es de conocimiento general, se deduce que entre 
la conducta típica y la respuesta punitiva debe darse una 
relación de proporcionalidad, de tal modo que la grave-
dad de la pena depende de la gravedad de la infracción, 
pues la igualación de las conductas de poca significación 
social con aquellas de mayor gravedad, violan el princi-
pio de igualdad. (Hernández, 2019)

En este sentido, el maltrato es la acción y efecto de mal-
tratar. El concepto está vinculado a una  forma de agre-
sión en el marco de una relación entre dos o más perso-
nas. Los expertos en temas de maltrato establecen que 
este puede ser de tipo físico, de clase sexual e incluso 
emocional.

Por otro lado, se suele entender que la agresión es 
una conducta que surge por los hábitos o la manera de 
ser de aquel que es agresivo. Por lo tanto, no es una res-
puesta o una reacción ante un ataque previo. Se trata de 
la materialización de una  tendencia hostil que pretende 
dañar al otro.

En esta línea, se llama insulto a aquella expresión o ac-
ción con la cual alguien ofende ciertamente a otra per-
sona. Normalmente, el insulto se manifiesta a través de 
palabras que disponen de una connotación negativa en 
la lengua en cuestión, las conocidas popularmente como 
malas palabras, aunque, también dichos que no son con-
siderados formalmente como malas palabras y cuya in-
tención es lastimar, se pueden considerar como insultos.

Por otra parte, tenemos que la Policía Nacional es una 
institución pública estatal de carácter civil, armada, téc-
nica, jerarquizada, disciplinada, profesional y altamente 
especializada, cuya misión es atender la seguridad ciu-
dadana y el orden público, y proteger el libre ejercicio de 
los derechos y la seguridad de las personas dentro del 
territorio nacional. Así tenemos que:

Los miembros de la Policía Nacional tendrán una forma-
ción basada en derechos humanos, investigación espe-
cializada, control y prevención del delito y utilización de 
medios de disuasión y conciliación como alternativas 
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al uso de la fuerza. Para el desarrollo de sus tareas, la 
Policía Nacional coordinará sus funciones con los dife-
rentes niveles de gobiernos autónomos descentralizados. 
(Torres, 2016 & Guadarrama. 2015)

En la actualidad, en época de emergencia sanitaria por 
covid-19, se han suscitado casos donde varios policías 
han sido agredidos en cumplimiento de sus funciones 
para que prevalezca el orden público y la ciudadanía res-
pete las restricciones de movilidad y distanciamiento so-
cial que realmente es distanciamiento físico, pero que es 
necesario para contener la propagación del coronavirus 
en el país. Se debe anotar que el termino social le da una 
connotación confusa al ciudadano y que este momento 
en el mundo se discute sobre las implicaciones lingüísti-
cas del uso del término distanciamiento social.

El Comercio (2020), en su publicación de prensa, da a 
conocer sobre policías que fueron agredidos en una riña 
por tratar de terminar una fiesta en Morona Santiago du-
rante toque de queda. El hecho ocurrió el 14 de mayo 
del presente año. Dicho diario menciona, “La central de 
emergencias desplazó a dos uniformados al sitio. En la 
trifulca fueron agredidos los uniformados con objetos 
contundentes, al igual que el patrullero en el que se movi-
lizaban. Algunos de los atacantes estaban bajo el efecto 
del alcohol.” (El Comercio, 2020).

Entre otras actualidades, El Universo, en su publicación 
del 25 de abril de 2020, menciona, “Cuando servidores 
policiales y militares realizaban cerca de las 16:45 opera-
tivo en el sur de Guayaquil, moradores del sector empe-
zaron a lanzar piedras y palos a los policías tras el incum-
plimiento del toque de queda.” (El Universo, 2020).

Según datos de la Policía, entre el 13 de marzo y el 19 de 
abril de 2020, al menos 72 uniformados fueron agredidos 
mientras cumplían con su labor. Datos que preocupan a 
la ciudadanía en general en vista de que la función de la 
Policía Nacional es vital para el normal desenvolvimiento 
del país.

El presente artículo científico se realiza desde un enfoque 
jurídico normativo, ya que se analizará la construcción y 
el sentido de la norma y las implicaciones en el campo 
jurídico en la praxis. Este estudio constituye un aporte 
desde la academia para contribuir a la solución de las 
problemáticas sociales que se presentan en la vida de los 
ciudadanos ecuatorianos, las que se encuentran regula-
das por el derecho, el cual debe ser claro y sustentando 
doctrinaria y jurisprudencialmente para garantizar el bien-
estar de todos los miembros de la sociedad ecuatoriana. 
(Petrova, 2015)

Por lo tanto, es necesario conocer qué tipo de conductas 
son consideradas en Ecuador como infracciones pena-
les y cuáles son sus diferencias en cuanto a sanciones; 
las infracciones existen en dos niveles y son los Delitos y 
Contravenciones. Por lo tanto, es importante entender en 
primer lugar en que consiste el Derecho Penal. 

El Derecho Penal es la ciencia que estudia el conjunto de 
normas jurídicas creadas para definir ciertas conductas 
como infracciones, y además determina las sanciones 
o consecuencias jurídicas para quienes realicen dichas 
conductas como una medida de protección social por 
parte del Estado. (Mir Puig, 2003 & Cardenas, 2015)

Las sanciones a las contravenciones pueden ser no pri-
vativas de la libertad (trabajo comunitario), o privativas 
de libertad no mayor a treinta días, a su vez las contra-
venciones según el Código Orgánico Integral Penal, en 
su Capítulo noveno, se subdividen en contravenciones de 
primera clase, las cuales son las sancionadas con trabajo 
comunitario hasta cincuenta horas o pena privativa de la 
libertad de uno a cinco días (Artículo 393 COIP); las con-
travenciones de segunda clase son reprimidas con pena 
privativa de la libertad de cinco a diez días (Artículo 394 
COIP); las contravenciones de tercera clase son reprimi-
das con pena privativa de la libertad de diez a quince 
días (Artículo 395 COIP); las contravenciones de cuarta 
clase están reprimidas con pena privativa de la libertad 
de quince a treinta días (Artículo 396), Y, por último, las 
Contravenciones en escenarios deportivos y de concu-
rrencia masiva son sancionados con trabajo comunitario 
de cincuenta a cien horas y prohibición de ingreso a todo 
escenario deportivo o de concurrencia masiva hasta un 
año (Ecuador. Asamblea Nacional, 2014).

Tal como lo determina el artículo 13 del Código Orgánico 
Integral Penal, los tipos penales se deben interpretar en 
forma estricta y en sentido literal, en tal sentido, para dife-
renciar las infracciones, se debe interpretar cada uno de 
los elementos que integran el delito a los cuales se debe 
ajustar la conducta del individuo (Ecuador. Asamblea 
Nacional, 2014).

En esta misma línea, para entender el principio de pro-
porcionalidad, primero se debe definir que es un principio 
jurídico, existen muchas definiciones al respecto, pero se 
puede decir que los principios son normas jurídicas je-
rarquizadas encargadas de ordenar dentro de su ámbito, 
que algo sea realizado en la mayor medida posible con-
forme a lo ordenado en el principio, dentro de las posibi-
lidades jurídicas y reales existentes. Se puede decir en-
tonces que los principios son mandatos de optimización 
que deben ser aplicados (Delgado, 2018).
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Al principio de proporcionalidad, doctrinariamente tam-
bién se lo conoce con los nombres de proporcionalidad 
de injerencia, prohibición de exceso y principio de razo-
nabilidad, es de naturaleza constitucional, como ya se ha 
indicado, y tiene por finalidad controlar y limitar el poder 
punitivo del estado, para que no se den sanciones o me-
didas que limitan derechos exagerados, irracionales y 
desproporcionadas (Villacreses, 2018).

Es importante indicar que este principio no solo sirve 
para imponer penas equiparables con la falta cometida, 
sino, también, para determinar qué conductas merecen 
sanción en la vía penal y cuáles pueden ser sancionadas 
con el derecho civil, administrativo o de otra naturaleza, 
ya que el derecho penal siempre se lo debe considerar 
como de última ratio, de últimas instancias, esto es, que 
debe intervenir solo cuando no es posible solucionar el 
conflicto con las otras ramas del derecho.

Por otro lado, en lo que corresponde al principio de igual-
dad, es obligación de las y los servidores judiciales, sus-
tentados en la norma, hacer efectiva la igualdad de los 
intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y 
proteger especialmente a aquellas personas que, por su 
condición económica, física o mental, se encuentren en 
circunstancias de vulnerabilidad.

Además, es necesario entender el procedimiento legis-
lativo, como una serie de etapas o pasos formales que 
deben seguirse a fin de elaborar o modificar una ley. En 
este sentido, el autor Jorge Machicado define al Proceso 
Legislativo como la “técnica de elaboración de la ley 
guiada por el Principio de Razonabilidad que obliga que 
los actos de los poderes públicos deben seguir el debido 
proceso bajo pena de ser declarados inconstitucionales” 
(Redrobán, 2021).

El primer paso en el proceso de formación de una ley, lo 
constituye la iniciativa legislativa. Luego, el Consejo de 
Administración Legislativa (CAL), de acuerdo con el artí-
culo 13 de Ley Orgánica de la Función Legislativa, es el 
máximo órgano de administración legislativa, y dentro de 
sus funciones le corresponde la calificación de los pro-
yectos de ley remitidos por el presidente de la Asamblea 
Nacional para su conocimiento y tratamiento legal. Para 
dar trámite a las diferentes propuestas de ley, el Consejo 
verificará que los proyectos de ley cumplan, con los si-
guientes requisitos: 

Que se refiera a una sola materia, sin perjuicio de los cuer-
pos legales a los que afecte; que contenga exposición de 
motivos y articulado, y, que cumpla los requisitos que se 
establecen sobre la iniciativa legislativa. Si el proyecto no 
reúne los requisitos enumerados, no se califica. El proce-
so legislativo en el sistema ecuatoriano constitucional y 

jurídico se plantea en: la iniciativa, la calificación, el trata-
miento en las Comisiones Legislativas Especializadas, los 
debates en el Pleno de la Asamblea y su aprobación, la 
remisión al ejecutivo, la sanción u objeción, el tratamiento 
de la objeción y consecuentemente su aprobación defini-
tiva y publicación en el Registro Oficial. (Redrobán, 2021)

Se podría afirmar de acuerdo con lo descrito anteriormen-
te que la finalidad del principio de proporcionalidad es 
evitar que se vulnere el contenido esencial de los dere-
chos, o también, pueda fundamentar estructuralmente las 
decisiones de los operadores de justicia en el control de 
constitucionalidad de las medidas limitativas de los dere-
chos fundamentales. Es por lo que, al momento de crear 
una norma se debe usar el principio de razonabilidad y 
concluir si se vulneran o no derechos constitucionales de 
los intervinientes, para que no exista ningún tipo de dis-
criminación o desigualdad (Bernal, 2014). 

Por lo tanto, el principio de proporcionalidad en la do-
sificación de las penas y el principio de igualdad están 
correlacionados, esto quiere decir que, si el principio 
de proporcionalidad es vulnerado, se afecta también el 
principio de igualdad. Esto se da, ya que el principio de 
proporcionalidad tiene como finalidad el equilibrio que 
existe entre la infracción cometida y la sanción o pena im-
puesta. Así también, vela por los derechos de las partes 
involucradas.

Se podría señalar entonces que una dosificación inapro-
piada o distinta de la pena impuesta, para una misma 
acción contravencional, afecta de forma directa al prin-
cipio de proporcionalidad e igualdad tanto formal como 
material. Lo que implica una inadecuada aplicación de la 
administración de justicia en materia de contravenciones 
penales. Así tenemos que: 

La igualdad formal o ante la ley tiene relación con la ga-
rantía de identidad de trato a todos los destinatarios de 
una norma jurídica, evitando la existencia injustificada 
de privilegios; mientras que, la igualdad material o real 
no tiene que ver con cuestiones formales sino con la real 
posición social del individuo a quien va a ser aplicada la 
ley, con la finalidad de evitar injusticias. En otros térmi-
nos, se puede asimilar el derecho a igualdad formal con 
un sentido de seguridad jurídica, cuando la igualdad de 
trato ordenado constitucionalmente se comprende como 
relativo al acto mismo; ello significa que la igualdad or-
dena un tratamiento similar en la ejecución de un mismo 
acto, implicando que un trato jurídico igual tiene relación 
con las diferencias fácticas que existen entre personas 
afectadas. Por el contrario, la igualdad material es relati-
va a las consecuencias. Este tipo de igualdad apunta a 
la igualdad de resultado. Si existen diferencias naturales 
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o sociales entre las personas cuyas situaciones deben 
ser reguladas para producir una igualdad material, es ne-
cesario que exista un trato jurídico desigual. (Mogrovejo-
Gavilanes et al., 2020)

Como consecuencia de lo anterior, las contravenciones 
que han sido juzgadas según el artículo 394.2 están car-
gadas de desigualdad, lo que implica que los agentes 
de control de orden público se sientan discriminados, 
disminuidos en sus derechos subjetivos y por supuesto 
indirectamente esto conlleva a una falta de eficiencia en 
la administración pública, las cuales deben ser revisadas.

Línea de Investigación

Retos, Perspectivas y Perfeccionamiento de las Ciencias 
Jurídicas en Ecuador.

Fundamentos técnicos y doctrinales de las ciencias pe-
nales en Ecuador. Tendencias y perspectivas.

MATERIALES Y MÉTODOS

La presente investigación se enmarcó dentro de la mo-
dalidad cuali-cuantitativa, es decir, mixta, contó con un 
diseño no experimental, transversal, ya que se estudió la 
falta de proporcionalidad de la pena en las contravencio-
nes penales referentes a los agentes de control del orden 
público, durante el año 2019 y primer semestre del año 
2020, lo que permite la recolección de datos para analizar 
la incidencia del problema durante el periodo de estudio. 
(Hernández et al., 2010)

La investigación cualitativa se realizó mediante un diseño 
de teoría fundamentada, la cual se basó en la experien-
cia y en la observación de los hechos de la problemá-
tica estudiada. Los métodos del nivel teórico utilizados 
fueron, el analítico-sintético e inductivo-deductivo, los del 
nivel empírico fueron el análisis documental y la entrevista 
a expertos, lo que permitió establecer la relevancia del 
tema estudiado como es el maltrato, agresión e insultos a 
agentes del control del orden público y su proporcionali-
dad en la pena.

Las técnicas de recolección de datos fueron la entrevista, 
con su instrumento guía de entrevista que se aplicó a un 
Juez de lo Penal, un Defensor Público, un Asesor Jurídico 
de la Policía Nacional y un Agente del Orden Público de 

la ciudad de Santo Domingo, territorio en el que se desa-
rrolló la investigación.

Otra técnica utilizada fue la encuesta, con su instrumento 
cuestionario que fue aplicado a los Agentes Policiales del 
Orden Público de la ciudad de Santo Domingo, a través 
de los medios electrónicos como emails, Google forms y 
mensajería instantánea como WhatsApp. La muestra fue 
calculada mediante la siguiente fórmula para poblacio-
nes finitas:

(1)

Dónde:

n = Tamaño de la muestra N = Total de la población

P = Probabilidad de éxito e =   Error de ocurrencia

Q = 1 – P (Probabilidad              Z =   Nivel de Confianza

de fracaso) 

Datos:

Z = 95% = 1,96   e = 5,83% = 0,0583

P = 0,5    Q = 1 - P = 1 - 0,5 = 0,5

N = 882   n = ¿?

  (2)

De acuerdo con el resultado obtenido, se aplicaron un to-
tal de 214 encuestas a Agentes Policiales de la ciudad de 
Santo Domingo. La población de 882 agentes policiales 
se obtuvo mediante datos proporcionados por la Policía 
Nacional de Santo Domingo, dato importante para la ob-
tención de la muestra. El muestreo utilizado fue el proba-
bilístico aleatorio simple, el cual permitió escoger a los 
encuestados de manera aleatoria.

RESULTADOS

De los datos obtenidos por la Unidad Judicial Penal 
con sede en el cantón Santo Domingo, provincia Santo 
Domingo de los Tsáchilas se desprende la siguiente 
información:
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Tabla 1: Reporte de Procesos Judiciales.

Año Libro Flagrancia Acción Asunto Procesos

2019 Juicio Si Contravenciones COIP 394 contravenciones de segunda clase, numeral 2 114

2019 Juicio No Contravenciones COIP 394 contravenciones de segunda clase, numeral 2 1

2020 Juicio Si Contravenciones COIP 394 contravenciones de segunda clase, numeral 2 70

2020 Juicio No Contravenciones COIP 394 contravenciones de segunda clase, numeral 2 1

2019 Juicio Si Contravenciones COIP 396 contravenciones de cuarta clase, numeral 1 12

2019 Juicio No Contravenciones COIP 396 contravenciones de segunda clase, numeral 1 212

2019 Juicio Si Contravenciones COIP 396 contravenciones de segunda clase, numeral 4 76

2019 Juicio No Contravenciones COIP 396 contravenciones de segunda clase, numeral 4 174

2020 Juicio Si Contravenciones COIP 396 contravenciones de cuarta clase, numeral 1 4

2020 Juicio No Contravenciones COIP 396 contravenciones de segunda clase, numeral 1 56

2020 Juicio Si Contravenciones COIP 396 contravenciones de segunda clase, numeral 4 27

2020 Juicio No Contravenciones COIP 396 contravenciones de segunda clase, numeral 4 46

Nota. Detalle de los Juicios realizados durante el año 2019 y el primer semestre del año 2020, aplicado los Artículos 
394 numeral 2 y 396 numerales 1 y 4. Elaborado por Autor. 

Fuente: Consejo de la Judicatura Santo Domingo.

En el año 2019, el Consejo de la Judicatura reporta un total de 115 procesos acorde al Artículo 394.2 del COIP, mien-
tras que en el primer semestre del año 2020 reporta un total de 71 Procesos Judiciales, es decir, en Santo Domingo 
se proyecta un incremento en este tipo de contravención, lo cual puede ser a causa del estado de excepción por la 
emergencia sanitaria a causa de la pandemia por COVID-19, donde muchas personas irrespetaban el toque de que-
da. Para determinar si el principio de proporcionalidad es aplicado correctamente se compara el artículo 394.2 con 
el artículo 396, numeral 1 y 4 del COIP, donde el primero se aplica en la agresión, insulto o maltrato de agentes del 
orden público, y el último se aplica en las mismas acciones, pero en personas particulares. Es así que en el año 2019, 
según datos del Consejo de la Judicatura, existieron un total de 474 procesos acorde a la agresión entre particulares 
(Art. 396, numerales 1 y 4 COIP), mientras que en el primer semestre del 2020 existieron un total de 133 procesos en 
la ciudad de Santo Domingo, para lo que se asume una reducción significativa de este tipo de contravenciones, lo 
que se podría atribuir a la cuarentena sufrida entre marzo y julio 2020 y restricciones de movilización hasta la presente 
fecha. En lo que respecta a las entrevistas realizadas, el Juez de lo Penal de Santo Domingo, Víctor Polibio Aguinsaca 
Pucha, afirmó que: 

“El ejercicio de proporcionalidad ya está establecido por el legislador, por lo tanto, el juez le corresponde aplicar la 
pena o contravención acorde a lo establecido de acuerdo con el debido proceso. Los legisladores son los responsa-
bles de crear, modificar, suprimir y/o reformar una norma” (Calva & Pazos, 2020).

El entrevistado se refiere a que los agentes del orden público reciben capacitaciones y herramientas que les sirven 
en sus labores diarias, mientras que una persona común es más vulnerable a dichas contravenciones por no poseer 
conocimientos de defensas, ni herramientas adecuadas como los agentes del orden público.

Por lo tanto, el agente cree que esta disposición penal afecta al principio de proporcionalidad y al de igualdad, parece 
que el legislador no tomo en consideración que con esta norma se protege el trabajo del estado, a través de los agen-
tes de control del orden público y no al ciudadano que desempeña esa función.

En la aplicación de las encuestas, se obtuvo como resultados que, el 76,2% de los encuestados se encuentran entre 
las edades de 29 a 39 años; y, el 20,6% entre los 18 a 28 años; por otro lado, un 2,8% entre 40 a 50 años, y un 0,5% 
son mayores a 51 años. El 41,6% de los encuestados son hombres, es decir, 89 encuestados; y, el 58,4% son mujeres, 
lo que corresponde a 125 encuestadas. El 80,8% poseen educación secundaria; el 18,7% realizaron estudios de tercer 
nivel, y, el 0,5% restantes cuentan con educación primaria.
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En temas jurídicos, el 93% de los encuestados conocen a 
cabalidad el artículo 394.2 del COIP; mientras que la dife-
rencia del 7% desconoce del artículo antes mencionado. 
Así también el 87,4% conoce acerca de la aplicación del 
artículo 396. Numeral 1 y 4 del COIP; mientras que el otro 
12,6% no conoce.

El 87,4% de los agentes policiales encuestados han su-
frido agresiones durante sus funciones como servidores 
del orden público. En lo que respecta a insultos, el 94,9% 
de los agentes del control lo han recibido, sin importar su 
situación de género.

En la aplicación del principio de proporcionalidad acorde 
a la comparación entre los artículos 394.2 y 396 numera-
les 1 y 4 del COIP, el 93% de los encuestados están de 
acuerdo en que no se aplica adecuadamente dicho prin-
cipio, ya que consideran que las acciones son iguales, 
pero con diferentes sanciones.

El 92,5% de los encuestados consideran que la aplica-
ción del principio de proporcionalidad no es eficiente 
acorde al artículo 394.2 del COIP; en temas de insulto y 
agresión, 205 encuestados, es decir, el 95,8% afirma que 
existe una gran diferencia entre dichos términos.

El 97,2% considera que la proporcionalidad de la pena en 
el artículo 394.2 del COIP debe ser diferente en el tema 
de agresión, es decir, una proporcionalidad de la pena 
igualitaria al artículo 396 numeral 4 de dicha ley.

En comparación entre los artículos 394.2 y 396.4 del 
COIP, el 94,4% de los agentes policiales creen que existe 
una discriminación por el motivo que existen diferentes 
sanciones para un mismo acto contravencional. Por ello, 
el 97,2% opina que se discriminan a los agentes encarga-
dos de precautelar el orden público.

En la pregunta final de la encuesta, se obtuvo que el 
95,3%, es decir, 204 de 214 agentes afirman que la dife-
rencia en la dosificación de la pena entre los artículos 394 
y 396 del COIP, limita la eficiente administración pública 
en el ejercicio de las funciones de los agentes del control 
del orden público.

DISCUSIÓN

Del análisis de los resultados respecto de las entrevistas 
y las encuestas sobre el artículo 394 numeral 2 del COIP, 
se puede establecer que no existe la debida proporcio-
nalidad de la pena, ya que el legislador no ha tomado en 
cuenta la acción o actividad de los agentes encargados 
de precautelar el orden público en el ejercicio de sus fun-
ciones, es decir, la agresión no va en contra del individuo 
como tal, si no hacía un representante del estado, el cual 
siempre está en constante riesgo de ser agredido.

Los agentes del control del orden público son árbitros 
que deben controlar que la ciudadanía se comporte de 
una manera correcta. La pena dócil estipulada en el ar-
tículo 394.2 del COIP tiene como consecuencia que la 
ciudadanía haga caso omiso a las sanciones y cometa re-
iteradamente estos actos contravencionales anteponién-
dose a las funciones de los agentes del orden público 
y menoscabando la institucionalidad de las fuerzas del 
orden público.

Además de lo mencionado anteriormente, también se ve 
afectada la eficiente administración pública, lo cual causa 
que los agentes del orden público no cumplan con sus 
funciones produciéndose una omisión, que puede dejar 
en indefensión a los ciudadanos involucrados en estos 
eventos, ya que el agente de control pese a estar capaci-
tado, para disuadir, y contar con dotación de armamento 
letal y no letal, conoce que estas armas no pueden ser 
utilizadas en contra de la ciudadanía, caso contrario cae-
ría en una infracción en el ámbito penal, precisamente de 
esto se aprovechan los ciudadanos agresores.

De los datos obtenidos en referencia al artículo 396 nume-
ral 1 y 4 del COIP (Ecuador. Asamblea Nacional, 2014), 
se considera una misma acción al artículo 394, numeral 2 
ibidem, con la diferencia que en el artículo 396 se aplica 
al ciudadano común y el artículo 394 se aplica para agen-
tes del orden público. De lo estudiado se establece que 
estas sanciones deberían ser igualitarias, y al no serlo, 
esto se considera una desproporcionalidad en la pena, 
convirtiéndose en una especie de discriminación hacia 
los agentes encargados de precautelar el orden público, 
quienes no por tener esta calidad deben estar dispuestos 
a insultos y agresiones.

Del análisis comparado entre la legislación ecuatoriana 
y las legislaciones extranjeras, se establece que la pena 
es mayor a la estipulada en el Ecuador, y esto para am-
parar las funciones de los agentes del control del orden 
público mediante el poder de coerción en la sociedad, 
no es de interés de la presente investigación incrementar 
las penas, sino que se cumpla el principio de igualdad y 
se respete el principio de proporcionalidad de la pena. 
(Díez, 2013)

En comparación con otras investigaciones y resultados, 
se puede aportar que no se han realizado este tipo de 
análisis jurídico, ya que la mayoría de las investigaciones 
se enfocan en comparar el artículo 394.2 con el artículo 
283 del COIP (Ecuador. Asamblea Nacional, 2014), que 
resultan ser temas muy distintos a los realizados en el pre-
sente estudio.
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CONCLUSIONES

Se concluye de acuerdo con el objetivo principal de la 
investigación, que existe una desproporcionalidad en la 
pena en comparación entre los artículos 394.2 y 396. 1 y 4 
del Código Orgánico Integral Penal (COIP), donde según 
los estudios realizados se evidencia una discriminación 
hacia los agentes del orden público, ya que la sanción de 
un mismo acto contravencional posee una dosificación 
de pena diferente en comparación con la que se aplica a 
un ciudadano particular.

El poder legislativo es el órgano encargado de crear o 
modificar leyes y/o normas aplicando la dosificación de 
la pena; los jueces se encuentran limitados a la adminis-
tración de justicia y deben emitir sentencias apegados a 
esa norma; por lo tanto, la vulneración del principio de 
proporcionalidad y principio de igualdad se produce en lo 
formal y es ahí donde debe modificarse, para que cambie 
en lo material. 

Pese a que los verbos rectores que se utilizan en el ar-
tículo 394.2 son distintos a los que se utiliza en el art. 
396.1 y 2, la acción real es igual, por lo que el 97,2% de 
los agentes del orden público están de acuerdo en que 
la proporcionalidad de la pena privativa de libertad para 
sancionar los insultos y agresión de obra debe ser igual 
de 15 a 30 días como lo estipula el COIP en su artículo 
396. 1 y 4, tomando en consideración ni siquiera se esti-
pula el tiempo de incapacidad en las contravenciones de 
segunda clase.
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